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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN: 3101/2015.
QUEJOSO: **********.

VISTO BUENO

SR. MINISTRO

PONENTE: MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO.

SECRETARIO: HÉCTOR VARGAS BECERRA.

Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del cinco de octubre de dos mil dieciséis.
V I S T O S para resolver el juicio de amparo directo en revisión 3101/2015, interpuesto contra la sentencia de doce de marzo de dos mil quince, dictada en el juicio de amparo directo **********, por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito;
R E S U L T A N D O:
P R I M E R O. ANTECEDENTES.

1). El diecinueve de octubre de dos mil quince, aproximadamente a las once horas con cincuenta y cinco minutos, cuando ********** caminaba por una calle de la Colonia Bellavista, en el Estado de Guanajuato, un hombre del que posteriormente se supo que se llamaba **********, se le acercó, le preguntó su nombre y le dijo que la quería conocer, a lo que aquélla se negó; como la persona la siguió, ********** se metió al local comercial de su amigo **********, y le dijo que el sujeto la estaba siguiendo; poco después, la persona entró al local y comenzó a insultarlos; ********** marcó al 066 para tratar de pedir ayuda a la policía, sin embargo, por las agresiones del sujeto, no terminó la llamada; luego de un leve forcejeo, el sujeto accionó en varias ocasiones un arma de fuego que llevaba, en contra de **********, quien a consecuencia de los impactos de bala que recibió, perdió la vida.

Elementos de policía que circulaban por la zona, recibieron sendos reportes vía radio, en los que les informaron de una persona lesionada en un local comercial, y les comunicaron la media filiación del agresor; se trasladaron al lugar de los hechos y corroboraron la información con el dicho de un testigo presencial, por lo que procedieron a la búsqueda del sujeto. 

Alrededor de las doce horas con diez minutos, afuera de un local comercial ubicado en la calle Costa Rica, observaron a una persona cuyos rasgos coincidían con la descripción que les proporcionaron del agresor, quien al entrevistarlo, se comportó de forma agresiva; llegó al lugar **********, quien había presenciado los hechos, y les informó que el sujeto era la persona que había disparado en contra de **********; por tanto, los policías lo aseguraron con esposas, y pusieron a disposición del Ministerio Público, en los separos de la agencia Número XI, Especializada en Homicidios, en el edificio de Prevención Social y Justicia en la ciudad de León, Guanajuato, junto con diversos objetos.

A las veintidós horas con treinta minutos, del mismo día, ********** rindió su declaración ministerial, en la que refirió:
“No es mi deseo declarar ya que me reservo éste derecho, además de no es mi deseo contestar a ninguna pregunta que me sea realizada por esta Autoridad, siendo todo lo que deseo manifestar”. 

El veinte de octubre de dos mil once, se ejerció acción penal en contra de **********, como probable responsable del delito de Homicidio calificado.

2). En la misma fecha, la Juez interina del Juzgado Octavo Penal del Partido Judicial de León, Guanajuato, radicó el asunto bajo causa **********, de su índice, calificó de legal la detención del imputado, al tener por actualizada la figura de la flagrancia; el veintiuno de octubre siguiente, recabó la declaración preparatoria de aquél, en la que refirió:
“No quiero declarar, me abstengo”. 

El veintidós de octubre de dos mil once, se resolvió la situación jurídica de **********, y se le decretó auto de formal prisión por el delito de Homicidio calificado. Luego, el veintiocho de junio del dos mil doce, se dictó sentencia en la que se le consideró como penalmente responsable del delito de Homicidio calificado; por el que se le impusieron ********** años de prisión y multa de ********** días de salario; así como el pago de ********** pesos, por concepto de indemnización por la muerte, y ********** pesos, por los gastos funerarios.

3). Inconforme con la resolución, el sentenciado interpuso recurso de apelación, del que conoció la Novena Sala Penal Unitaria del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato, donde se registró como Toca Penal **********; y en sentencia de diecisiete de septiembre de dos mil doce, se confirmó la sentencia impugnada.

S E G U N D O. DEMANDA DE AMPARO. En desacuerdo con lo resuelto, el sentenciado, por escrito que presentó ante el Tribunal de Alzada el seis de diciembre de dos mil trece, promovió juicio de amparo directo.
 

Conoció del asunto el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito, cuyo Presidente, en auto de once de marzo de dos mil catorce, se formó y registró con el número **********; y previo a su admisión, ordenó se investigara el domicilio de la parte tercero interesada, a efecto de que fuera emplazada al juicio constitucional; por escrito que se presentó el ocho de agosto de dos mil catorce, ante el Tribunal de Alzada, el quejoso amplió su demanda de amparo. Desahogado el correspondiente requerimiento, en auto de Presidencia del Tribunal Colegiado, de veintitrés de septiembre de dos mil catorce, se admitió a trámite la demanda de amparo, se tuvo como terceros interesados a ********** y **********, y se dio intervención al Ministerio Público; luego, en sesión de doce de marzo de dos mil quince, se dictó sentencia en la que, por unanimidad de votos, se negó al quejoso el amparo que solicitó.
 

T E R C E R O. RECURSO DE REVISIÓN. Inconforme con la resolución, el quejoso, en escrito que se recibió el siete de abril de dos mil quince, ante el Tribunal Colegiado, interpuso recurso de revisión;
 el cual, en auto de Presidencia de veintiocho de mayo siguiente, se tuvo por interpuesto, y a través del correspondiente oficio se remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, donde se recibió el cinco de junio siguiente.
El diez de junio de dos mil quince, el Presidente de este Alto Tribunal, registró el recurso con el número 3105/2015, y advirtió que la firma del escrito de agravios difería con las que obraban en las actuaciones del juicio de amparo; por lo que mandó ratificar la correspondiente firma. 

El auto de cuatro de agosto de dos mil quince,
 el Presidente de esta Suprema Corte, luego de que el quejoso ratificó su firma, se admitió a trámite el recurso, lo turnó al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, y ordenó radicarlo en la Primera Sala de este Alto Tribunal. 
El Ministro Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en auto de veintidós de septiembre de dos mil quince, ordenó avocarse al conocimiento del recurso y envió los autos a la Ponencia designada para la elaboración del proyecto de resolución.
Elaborado el proyecto de resolución, fue desechado en sesión de diez de febrero de dos mil dieciséis, por mayoría de tres votos, y luego returnado al Señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, para la elaboración de un nuevo proyecto de resolución.
C O N S I D E R A N D O

P R I M E R O. COMPETENCIA. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es legalmente competente para conocer del recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, de la Ley de Amparo; y, 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como en los Puntos Primero y Tercero del Acuerdo General 5/2013 emitido por el Pleno de este Alto Tribunal, publicado en el Diario Oficial de la Federación de veintiuno de mayo de dos mil trece; toda vez que se interpuso contra una sentencia pronunciada por un Tribunal Colegiado dentro de un proceso de amparo tramitado en la vía directa, cuya resolución no requiere la intervención del Tribunal Pleno.
S E G U N D O. OPORTUNIDAD. El recurso de revisión se interpuso en tiempo y forma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley de Amparo, ya que de autos se advierte que la sentencia dictada por el Tribunal Colegiado, se notificó personalmente a la parte quejosa, el veinticuatro de marzo del dos mil quince; por lo cual, surtió efectos el veinticinco siguiente, de conformidad con la fracción II, del artículo 31 de la Ley de Amparo.

Así, el plazo de diez días que establece el primero de los numerales para la interposición del recurso, transcurrió del veintiséis de marzo al trece de abril de dos mil quince, sin contar los días veintiocho y veintinueve de marzo, cuatro, cinco, once y doce de abril, por ser inhábiles –sábados y domingos-, conforme al artículo 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Así como los días uno, dos y tres, de abril, de conformidad con la certificación que consta en el auto de veintiocho de mayo de dos mil quince, en el que el Presidente del Tribunal Colegiado los determinó como inhábiles. 
En tales condiciones, si de autos se desprende que el recurso de revisión fue presentado el siete de abril de dos mil quince, es evidente que se interpuso oportunamente.

T E R C E R O. CUESTIONES NECESARIAS PARA RESOLVER EL RECURSO. Para su comprensión, se sintetizan los conceptos de violación, las consideraciones de la resolución recurrida y los agravios que expresó el recurrente.
I. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. El quejoso expresó, en síntesis, los argumentos siguientes:


En materia de legalidad: 

a) No se respetaron las garantías del debido proceso y de legalidad, consagradas en los artículos 14, párrafo tercero, y 16 de la Constitución Federal, al llevarse a cabo una ilegal privación de la libertad.

b) Se vulneraron los principios reguladores de valoración de la prueba.

c) Se contaminó en la escena de los hechos, ya que los agentes de la policía admitieron que sacaron un pantalón de una cubeta, a pesar de que el Ministerio Público es el único facultado para el acopio de cualquier vestigio para la investigación. Vicios formales que trascendieron en la violación al debido proceso y a la garantía de seguridad jurídica.

d) Fue incorrecto que a la declaración de **********, se le otorgara valor probatorio pleno. 
e) Se actualizó la excluyente del delito prevista en el artículo 33, fracción IX, del Código Penal del Estado de Guanajuato, en razón de que se repelió una agresión.

f) Existieron contradicciones entre el dicho del testigo **********, y el de los elementos de la policía, así como respecto del testimonio de **********.

g) En la declaración de **********, se sostuvo que la testigo **********, nunca salió del establecimiento comercial, lo que contradice la versión de la segunda, cuando afirmó que fue al taller mecánico y en ese lugar señaló al inculpado. 

h) Objetó el dictamen pericial en materia de criminalística, en razón de que sólo representó una efímera especulación de cómo sucedieron los hechos. 

En materia de constitucionalidad:

i) Al momento de su detención, no se le informó inmediatamente sobre sus derechos como detenido, conforme al artículo 20, apartado B, fracciones II y III, constitucional. Lo que se desprende del parte informativo **********, elaborado por los elementos de policía.

j) Del parte informativo **********, se advierte que el inculpado fue detenido a las once horas con cincuenta y nueve minutos, del diecinueve de octubre de dos mil once, y fue puesto a disposición del Ministerio Público hasta las dieciocho horas con quince minutos de ese mismo día; por lo que existió dilación de seis horas entre su detención y su puesta a disposición ante la autoridad ministerial.

k) Durante el lapso en el que estuvo detenido bajo la responsabilidad de los policías captores, fue llevado al Parque Chapalita, donde fue sometido a tortura por los elementos policiacos y lo mantuvieron incomunicado.

l) El Ministerio Público omitió designarle un defensor para legitimar la lectura de la información de sus derechos constitucionales. Lo anterior, porque de las constancias se desprende que se entrevistó con un defensor de oficio hasta las veintidós horas con treinta minutos, del diecinueve de octubre de dos mil once, quien le notificó sobre la acusación en su contra. Y no fue asistido por un abogado o defensor desde el momento de su detención, sino hasta las veintidós horas con treinta minutos, en que se entrevistó con el defensor público.

m) Su reconocimiento fue por medio de fotografías obtenidas de manera ilícita, pues no dio su consentimiento para recabarlas. En el avance de investigación, se anexaron cuatro fotografías, las cuales se pusieron a la vista de los testigos **********, ********** y ********** con la finalidad de reconocerlo.

n) El Ministerio Público que llegó al lugar en donde estuvo detenido, tenía el deber de informarle sus derechos.

o) Se vulneró su derecho humano de presunción de inocencia.

II. CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA. El Tribunal Colegiado declaró infundados los conceptos de violación, en atención a los argumentos siguientes:

1). No se vulneraron los artículos 14 y 16 constitucionales, dado que el procedimiento del que derivó la sentencia, se sustanció por las autoridades jurisdiccionales correspondientes; con las formalidades de ley, y el acto reclamado fue debidamente fundado y motivado.

2). Es infundado el argumento en el sentido de que hubo demora en la puesta a disposición ante el Ministerio Público, y que en atención a esa dilación, fue torturado e incomunicado. Ello, por los motivos siguientes:

· De las constancias de autos se observó que los agentes de la policía municipal ********** y **********, el diecinueve de octubre de dos mil once, aproximadamente a las once horas con cincuenta y nueve minutos, detuvieron al quejoso, porque fue señalado por **********, como la persona que privo de la vida a **********.
· Existe la razón asentada por el Ministerio Público investigador, en el sentido de que siendo las dieciocho horas con quince minutos, de la fecha en cuestión, recibió las diligencias de averiguación previa y el parte informativo de hechos 168893, suscrito por los citados agentes.
· Sin embargo, en el parte informativo, se observa que el inculpado quedó a disposición de la agencia del Ministerio Público número XI, Especializada, en el interior de los separos que se ubican en el edificio de Prevención Social y Justicia de León, Guanajuato; lo que se corroboró con la constancia de conocimiento de derechos, donde entre otras cosas, se asentó que el Representante Social se constituyó en los separos de la Policía Ministerial de León, Guanajuato, donde tuvo a la vista al inculpado.
· Por lo tanto, no existió retención ilegal por parte de los policías que realizaron la detención, porque inmediatamente lo pusieron a disposición de la Representación Social en los separos de esa institución, donde permaneció en calidad de detenido.
· No obstante, de haberse prolongado la retención ministerial del inculpado, la consecuencia sería que la declaración que rindió ante el Ministerio Público fuera declarada ilícita. 
· Sin embargo, el inculpado, ante el Ministerio Público, manifestó que no era su deseo declarar. 
Lo anterior, con apoyo en la tesis aislada de rubro: “DERECHO DE LA PERSONA DETENIDA A SER PUESTA A DISPOSICIÓN INMEDIATA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. LA RETENCIÓN INDEBIDA GENERA COMO CONSECUENCIAS Y EFECTOS LA INVALIDEZ DE LOS DATOS DE PRUEBA OBTENIDOS DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN AQUÉLLA, AL SER CONSIDERADOS ILÍCITOS”, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

3). Con relación al argumento de tortura, se estimó que de las constancias del proceso, no se advirtió algún dictamen médico o psicológico, tampoco existió fe ministerial que avalara tales afirmaciones; pero además, dicha noticia no la puso de conocimiento ante ninguna autoridad judicial con motivo de sus funciones. Por ende, era evidente que si esa manifestación la realizó hasta la demanda de amparo, en sus conceptos de violación, se trató de un mero argumento defensivo. 


4). En cuanto a los argumentos en el sentido de que no se le hicieron saber sus derechos constitucionales, que no se le nombró inmediatamente un defensor, y que no estuvo presente en el desahogo de la inspección en el lugar de los hechos, no obstante ya estaba detenido; se declararon infundados, en razón de lo siguiente:
· De conformidad con los artículos 20, apartado A, fracción II, constitucional, y 119 bis, del Código Penal para el Estado de Guanajuato, se observa que si el inculpado fue detenido o se presentó voluntariamente ante el Ministerio Público, se le harán saber sus derechos y para determinar el momento en que éstos deben darse a conocer al inculpado debe atenderse que toda averiguación previa se inicia con la noticia que el Representante Social tiene sobre la existencia de un delito.
· Cuando aunado a esa noticia, existen una o más personas detenidas, el mecanismo real a seguir es que la policía formule un parte informativo dirigido al Ministerio Público y ponga a disposición a los presentados, y demás elementos asegurados que se consideren necesarios, para acreditar, en principio, el cuerpo del delito. 
· No obstante, recibido esto, el Representante Social, no puede todavía estar en posibilidad real de tener certeza de que esos hechos sean o no delictivos. 
· Desahogadas las diligencias ministeriales, es cuando jurídicamente el Representante Social se encuentra en aptitud real de establecer si el presentado tiene la calidad de inculpado o de testigo sobre los hechos.

· De ahí que, resultaría lógico que fuera hasta ese momento en que se llevó a cabo el desahogo de la declaración ministerial, y no antes, cuando fáctica y jurídicamente, se actualiza la obligación del Ministerio Público de cumplir objetivamente con la garantía constitucional de hacerle saber los derechos que le otorga la Constitución, así como el delito que se le atribuye y las personas que declaran en su contra, y pudiera darse la debida eficacia de la persona designada como defensor o persona de confianza en los términos ordenados en ese mandato constitucional. Sobre ese punto, aplicó la tesis jurisprudencial de rubro: “DEFENSA ADECUADA. DIFERENCIAS ENTRE LOS ALCANCES Y EFECTOS DE LAS GARANTÍAS CONSAGRADAS EN LAS FRACCIONES IX Y X, PÁRRAFO CUARTO, APARTADO A, DEL ARTÍCULO 20 CONSTITUCIONAL”,
 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
· Criterio del que destacó las siguientes conclusiones: a) Al inicio de la averiguación previa, el Ministerio Público aún no está en posibilidades de tener la certeza de que los hechos investigados son delictivos, y por lo tanto, su labor implica una inculpación; y, b) Una vez que el Representante Social desahoga las diligencias tendientes a comprobar si existe el cuerpo del delito denunciado, es cuando jurídicamente se encuentra en aptitud real de calificar los hechos y, por ende, la calidad de las personas involucradas.
· Con base en esas premisas, afirmó que hasta en tanto no se determine que la persona o personas señaladas como indiciadas realmente lo sean, resultaría jurídicamente imposible reconocerles tal carácter, por tanto, brindarle las garantías individuales previstas en el artículo 20, fracción II, apartado B, constitucional; y 119 bis del Código Penal para el Estado de Guanajuato.

· Por tanto, ninguna garantía se vulneró en perjuicio del quejoso al ser correcto que fuera hasta su declaración ministerial cuando el Ministerio Público le informara de las prerrogativas constitucionales que le asisten.

5). Respecto a la contaminación en la escena de los hechos; se dijo que se cumplió a cabalidad lo dispuesto en los artículos 115 y 196 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Guanajuato. Preceptos que respectivamente disponen, que tan pronto como sea posible, el Ministerio Público o los funcionarios encargados de auxiliarlo realizarán las diligencias de la averiguación previa. 

Por lo tanto, en cuanto tengan conocimiento de la probable existencia de un delito que deba perseguirse de oficio, dictarán todas las providencias necesarias para proporcionar seguridad y ayuda a las víctimas u ofendidos del delito y peritos. 

Si el delito hubiere dejado huellas materiales, se procederá a inspeccionar el lugar en que se perpetró; el instrumento y las cosas objeto o efecto de él; los cuerpos de la víctima u ofendido del delito y del inculpado, si fuere posible, y todas las demás cosas y lugares que puedan tener importancia para la averiguación.

6). Por otra parte, en cuanto a los argumentos relativos a la ilegalidad de toma de fotografías, se calificó de infundado, en tanto que la inspección practicada sobre las mismas por parte del Ministerio Público, así como el señalamiento de los testigos respecto de las fotografías que se les pusieron a la vista, no fueron tomadas en consideración en la sentencia reclamada.

7). No se vulneraron los principios reguladores de la valoración de las pruebas, ya que se les otorgó valor de conformidad con las disposiciones del código adjetivo de la entidad. 
8). Asimismo, con el material probatorio quedó acreditada la responsabilidad penal del quejoso.

9). En tanto que el argumento dirigido a impugnar el dictamen del perito oficial; el valor que se dio a la declaración que emitió **********; que se actualizó la excluyente de responsabilidad prevista en el artículo 33, fracción IX, del Código Penal para el Estado de Guanajuato; se calificaron de infundados, en razón de lo siguiente: 

· La prueba pericial aludida no es el medio idóneo para determinar la forma de cómo sucedieron los hechos, según lo pretendió el quejoso.

· Del testimonio de mérito, no se advirtió que los hechos se ocasionaran en riña –como lo afirmó el quejoso-, sino que la intención del occiso sólo era proteger a la testigo y no pelear con el inculpado.

· Sin que se acreditara la legítima defensa, ya que no se comprobó que se actualizó y que existió necesidad razonable de la defensa empleada para repeler o impedirla. 

10). En cuanto al argumento de que del testimonio de **********, no se observa que **********, saliera del establecimiento comercial, lo que es contradictorio con la versión de ésta última, al afirmar que fue en el taller mecánico donde lo señaló. Se calificó de infundado, en razón de que la primera sí refirió esa circunstancia.

11). Sin que en el caso, contrario a lo indicado por el quejoso, se tuviera que desestimar el testimonio de **********, ya que con ese dicho se acreditó que aquél llegó al taller donde éste labora, manchado de sangre en las manos y en la ropa. Ni el testimonio de **********, en razón de la similitud del que emitió **********, ya que la semejanza no es indicativo de aleccionamiento, sino que esa peculiaridad puede obedecer a la redacción del funcionario que tomó sus declaraciones.


12). Así, al ser claro que fue el quejoso quien realizó la conducta reprochada, no sería factible que se aplicara a su favor el principio de presunción de inocencia. La carga de la prueba es del Ministerio Público, sin embargo, una vez justificado por éste que un hecho tipificado como delito por la ley, se ha materializado e identifica a la persona que lo realizó, la carga de la prueba se revierte a quien afirma lo contrario, en este caso, al inculpado, quien deberá aportar los medios probatorios que desvirtúen los aportados por el fiscal. Y en adición. Explicó lo siguiente:

· La sentencia reclamada se sustentó en pruebas precisas y determinadas, cuya valoración se ajustó a las reglas contenidas en el Código de Procedimientos Penales para el Estado de Guanajuato, por lo que de manera correcta se concluyó que fueron suficientes para acreditar tanto la conducta típica, como la plena responsabilidad penal que le resultó al quejoso en el comisión del delito atribuido, en calidad e autor y a título doloso, conforme a lo dispuesto en los artículos 20 y 13 del Código Penal para el Estado de Guanajuato.

· No se apreció que se acreditara alguna excluyente de responsabilidad; no se evidenció en autos causa de justificación, por lo que la referida conducta fue antijurídica. Al haberse demostrado la plena responsabilidad penal del quejoso, en la comisión del delito imputado, el Tribunal de Apelación llevó a cabo el consiguiente juicio de reproche. 


13). De manera correcta, se ubicó al quejoso en un grado de culpabilidad entre la media y la máxima, más cercana a aquélla; por lo que le impuso la pena privativa de libertad de ********** años, lo cual fue acorde con el referido grado. De igual forma, fue correcta la sanción pecuniaria impuesta; la suspensión de sus derechos electorales; la condena a la reparación del daño; la negativa de los beneficios de condena condicional y conmutación de la pena de prisión por multa; los sustitutivos penales consistentes en trabajo a favor de la comunidad y semilibertad condicionada.
III. AGRAVIOS. En su recurso de revisión, el quejoso formuló los siguientes motivos de disenso:
Primero. Los elementos de la policía que lo detuvieron, no le informaron los derechos de que goza toda persona luego de ser detenida, según se desprende del artículo 20 constitucional, Apartado A, fracciones II y III. 

Así, fue incorrecta la interpretación que hizo el Tribunal Colegiado, en el sentido de que hasta que el Ministerio Público desahogue las pruebas, le debe informe al detenido sus prerrogativas constitucionales y legales. 

Segundo. Por mandato constitucional, la policía que lo detuvo, debió ponerlo a disposición inmediata del Ministerio Público; sin embargo, existió dilación, y por ello, se advierte que fue incomunicado.

Lo anterior, se traduce en actos de coacción e intimidación por parte de los elementos de policía. No obstante, el Tribunal Colegiado, desestimó el argumento en el que afirmó que fue golpeado en la Colonia Chapalita. 
Por lo anterior, se vulneró en su perjuicio el artículo 14 del Pacto Internacional de los Derechos Políticos y Civiles, lo que a su vez se consagra en el artículo 8º de la Convención Americana de los Derechos Humanos.

Fue desacertada la postura del Tribunal Colegiado al desestimar su argumento de tortura, al sostener que se trató de una postura defensiva; cuando era su obligación ordenar la respectiva investigación.

Tercero. En cuanto a la contaminación en el acopio de un indicio, contrario a lo estimado por el Tribunal Colegiado, se incumplieron los protocolos para la conservación de la escena del evento.

Así, para desestimar dicho argumento, el Tribunal Colegiado interpretó incorrectamente los artículos 4º, 115 y 196 del Código de Procedimientos Penales del Estado de Guanajuato. Por ello, la fe ministerial que se practicó está viciada de origen 

Cuarto. Contrario a lo estimado por el Tribunal Colegiado, la testigo **********, lo identificó como el sujeto imputado del delito de homicidio, a través de fotografías que se incorporaron en contravención con las reglas del debido proceso y deviene ilícita. 

Aunque el Tribunal Colegiado refiera que dicho reconocimiento no fue tomado en cuenta para fincar responsabilidad penal, es claro que la testigo, a través de la percepción sensorial hizo dicho señalamiento a través de las fotografías mostradas.

C U A R T O. PROCEDENCIA DEL ASUNTO. Debe analizarse si es o no procedente el recurso de revisión, y si se acreditan los requisitos de importancia y trascendencia a que hace alusión el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los Puntos Primero y Segundo del Acuerdo General Plenario 9/2015, publicado en el Diario Oficial de la Federación el doce de junio de dos mil quince. 

Así, la fracción IX, del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece:
“Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:
[…]

IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras; […]”.
Conforme a la exposición de motivos de la reforma constitucional a dicho numeral, publicada en el Diario Oficial de la Federación el once de junio de mil novecientos noventa y nueve, se advierte que las facultades discrecionales otorgadas a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver sobre la procedencia del recurso de revisión interpuesto contra sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, tienen por objeto que este Alto Tribunal deje de conocer de aquellos asuntos en los que no deba entrar al fondo para fijar un criterio de importancia y trascendencia; por lo cual, el precepto legal pretende fortalecer el carácter de máximo órgano jurisdiccional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en congruencia con el carácter uni-instancial del amparo directo, a fin de que sólo por excepción, pueda ser tramitada y resuelta la segunda instancia, pero acotada sólo a aquellos casos que resulte imprescindible la intervención de este Alto Tribunal.

En otras palabras, tratándose de juicios de amparo directo, por regla general, no procede el recurso de revisión y sólo por excepción será procedente. 

Con base en lo anterior, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió el Acuerdo 9/2015, publicado en el Diario Oficial de la Federación el doce de junio de dos mil quince, cuyo punto Primero establece que el recurso de revisión contra las sentencias que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito es procedente, en términos de lo previsto en los artículos 107, fracción IX, constitucional, y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, si se reúnen los supuestos siguientes:

“a) Si en ellas se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se establece la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo, y

b) Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia.”
Luego, en ningún otro caso procederá el recurso de revisión en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito en amparo directo. 

En lo relativo a los requisitos de “importancia y trascendencia”, el punto Segundo del citado Acuerdo Plenario, señala:

“SEGUNDO. Se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando habiéndose surtido los requisitos del inciso a) del Punto inmediato anterior, se advierta que aquélla dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional.

También se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.”
En ese orden de ideas, se surten los requisitos para la procedencia del recurso de revisión, al observarse de la reseña que se hizo del asunto, que en la demanda de amparo, en la resolución recurrida y en los agravios expresados, existen planteamientos, argumentos e interpretaciones constitucionales con relación al tema del derecho fundamental a no ser objeto de tortura.

Además, el asunto reúne las condiciones de importancia y trascendencia, pues permite reiterar el criterio de esta Sala, relacionado con el impacto que tiene una denuncia de tortura en el proceso penal, tal como se resolvió en el amparo directo en revisión 6564/2015, en sesión de dieciocho de mayo de dos mil dieciséis.
En ese orden de ideas, no es materia del estudio constitucional lo relativo a los temas del derecho fundamental de defensa adecuada, en sus vertientes del derecho de toda persona detenida de conocer desde ese momento los motivos de la privación de la libertad y los derechos que le asisten, así como a contar con un defensor; y el derecho fundamental a ser puesto a disposición del Ministerio Público sin demora.
I. Ello es así, pues con relación al primero de los temas, ante el reclamo del quejoso en el sentido de que se violentaron sus derechos en la etapa de averiguación previa, porque no se le hicieron saber sus derechos constitucionales en el momento mismo de su detención; el Tribunal Colegiado calificó de infundada la propuesta, bajo el argumento de que ese derecho se actualiza hasta el momento en que el detenido declara ante el Ministerio Público.
Consideraciones que se apartan de la doctrina constitucional desarrollada al respecto por esta Primera Sala; pues al resolver el Amparo Directo en Revisión 3435/2012,
 se estableció que las autoridades que lleven a cabo una detención, tienen la obligación de informar a la persona detenida los hechos que se le atribuyen y los derechos que le asisten reconocidos en el artículo 20, apartado A, fracción IX, constitucional, antes de la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho y aplicable al caso –apartado B, fracción III en su actual redacción–. Y en el Amparo en Revisión 703/2012,
 se determinó que si la detención de una persona no cumple con el marco constitucional y convencional reconocido en el artículo 9 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, en el artículo 7 de la Convención Americana y en la jurisprudencia interamericana, la misma deberá considerarse arbitraria; y en ese sentido, las autoridades que lleven a cabo una detención –tanto por orden judicial, por urgencia o por flagrancia–, tienen la obligación de informar inmediatamente a la persona detenida los hechos que se le atribuyen y de los derechos que le asisten, información que además, debe reiterarse ante el Ministerio Público y el juez.
Así, es criterio definido por esta Suprema Corte, que corresponde a la autoridad que detiene, la obligación de informar a la persona sobre los motivos de la detención y sus derechos; y en consecuencia, no puede considerarse como una interpretación constitucional acorde, la de informar a la persona detenida hasta que rinda su declaración ministerial. 
Sin embargo, de acuerdo con la propia doctrina constitucional, la ausencia de cumplimiento de la correspondiente obligación por parte de las autoridades aprehensoras, “puede” impactar en el proceso, y por tanto, corresponde al operador judicial realizar un análisis detallado para determinar si tuvo o no alguna consecuencia en el mismo y si hubo algún evento que vulnerara directamente la defensa del inculpado.

En el caso concreto, si bien es cierto que la interpretación que se hizo en la resolución recurrida, no se ajustó a la correspondiente doctrina constitucional; sin embargo, también es verdad que a ningún sentido práctico conduciría su revocación, pues la devolución de los autos al Tribunal Colegiado, únicamente tendría efectos dilatorios en la impartición de justicia, ya que en cuanto al fondo del asunto, con independencia de que la omisión de los aprehensores de informar al quejoso desde el momento mismo de detención, respecto de los hechos que se le imputaban y sus derechos constitucionales, les pudiera implicar una responsabilidad administrativa o incluso penal; lo cierto es que no tiene mayor trascendencia o impacto alguno en cuanto al proceso penal, pues los remitentes no obtuvieron una confesión del quejoso, ni se aprecia la existencia de algún otro medio de prueba cuya exclusión fuera necesaria por tener origen o derivar directamente de la correspondiente violación de derecho fundamentales.

Consecuentemente, lo procedente en derecho es dejar firme la sentencia recurrida con relación a lo resuelto respecto del tema en estudio.
En otro orden de ideas, relacionado igualmente con el derecho fundamental de defensa adecuada, el Tribunal Colegiado afirmó que el derecho a una defensa adecuada por un abogado, se actualiza hasta que el inculpado es puesto a disposición del Ministerio Público, y no en el momento mismo de su detención. Consideración que es acorde con la doctrina constitucional sustentada por esta Primera Sala.
En efecto, esta Primera Sala, al resolver el amparo directo en revisión 1519/2013,
 afirmó, entre otras cosas, que el ejercicio eficaz y la forma de garantizar el derecho de defensa, implica que el gobernado esté asistido, en todas las etapas procedimentales, incluso de ser posible desde el momento de su detención, por un abogado profesional en derecho, lo que constituye contar con defensa técnica adecuada.
Sin embargo, esta Primera Sala también ha determinado que la persona detenida puede ejercer el derecho a defenderse desde que es puesto a disposición del Ministerio Público y tiene derecho a que su defensor, entendido éste como asesor legal, esté presente físicamente y a recibir su ayuda efectiva. En consecuencia, el detenido, si así lo decide, podrá entrevistarse con quien vaya a fungir como su defensor inmediatamente que lo solicite y antes de rendir su declaración ministerial.

En ese orden de ideas, lo procedente en derecho es dejar firme la sentencia recurrida con relación a lo resuelto respecto del tema del derecho fundamental a la defensa adecuada, en las vertientes antes analizadas.
II. Por lo que hace a la dilación injustificada en la puesta a disposición ante el Ministerio Público; el quejoso planteó, tanto en sus conceptos de violación como en sus agravios, que se violaron sus derechos fundamentales, ya que había sido puesto a disposición del Ministerio Público a las dieciocho horas con quince minutos, del diecinueve de octubre de dos mil once, a pesar de que había sido detenido a las once horas con cincuenta y nueve minutos, del mismo día.

Al respecto, el Tribunal Colegiado contestó que la policía, luego de la detención, dejó al quejoso a disposición del Ministerio Público en los separos de la agencia ministerial, y fue hasta las dieciocho horas con quince minutos, que el Representante Social atendió al recurrente en esos separos; además; indicó que el efecto de la demora sería el declarar ilícita la versión ministerial del detenido, lo que no era posible, ya que se había abstenido de declarar, y por tanto, su dicho no había sido utilizada para sustentar la sentencia impugnada.
En ese orden de ideas, se pone de manifiesto que el Tribunal Colegiado ya se pronunció sobre el tema propuesto por el quejoso, y estableció, con base de las pruebas que destacó, que no existió la demora en la puesta a disposición del Ministerio Público que se alegó.
Lo que torna el tema como un aspecto de mera legalidad, pues la respuesta que se dio en la resolución recurrida no sólo es acorde con el criterio que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado al respecto, en el sentido de que caso por caso se debe verificar si existió o no dilación en la puesta a disposición de un inculpado ante el Ministerio Público;
 sino además, el pretender calificar lo correcto o incorrecto de sus argumentos, llevaría a esta Suprema Corte a la necesidad de analizar directamente los medios de prueba, lo que en su caso implicaría un estudio que no corresponde al recurso extraordinario de la revisión en amparo directo.
En esos términos, lo procedente es dejar firme la sentencia recurrida con relación a lo resuelto respecto del tema de la demora en la puesta a disposición del quejoso ante el Ministerio Público.

Q U I N T O. ESTUDIO DE FONDO. La materia de estudio del presente recurso, versará en determinar si la consideraciones que asumió el Tribunal Colegiado con relación al derecho fundamental a no ser objeto de tortura, se ajustan o no a la correspondiente doctrina constitucional desarrollada al respecto por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En efecto, con relación al tema, el quejoso, en sus conceptos de violación, señaló que fue sometido a tortura por parte de los elementos policiacos, quienes lo mantuvieron incomunicado durante su retención antes de ser puesto a disposición del Ministerio Público.
Para dar contestación al planteamiento, el Tribunal Colegiado destacó que contrario al argumento, de las constancias el proceso no se advertía algún dictamen médico o psicológico, ni existió fe ministerial que avalara las afirmaciones; además, dicha noticia sobre el hecho, no se hizo del conocimiento de alguna autoridad judicial con motivo de sus funciones; por ende, era evidente que si la manifestación de torturado se vertió hasta la demanda de amparo, ello ponía de relieve que se trató de un mero argumento defensivo.
Así, se procede a verificar si el actuar del Tribunal Colegiado es acorde al parámetro de regularidad constitucional establecido por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
Para tales efectos, se destaca que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el Amparo Directo en Revisión 6564/2015, en sesión de dieciocho de mayo de dos mil dieciséis,
 sentó el criterio en el sentido que las consecuencias y efectos de los actos de tortura que se dicen ha sufrido una persona sometida a un proceso penal, actualizan una categoría especial y de mayor gravedad que impone hacer un análisis cuidadoso bajo los estándares nacionales e internacionales, en tanto que tales actos impactan en dos vertientes: la violación a derechos humanos con trascendencia dentro del proceso y la configuración del delito de tortura. 
Bajo esa premisa, se ha considerado que las personas inculpadas que denuncien actos de tortura, tienen el derecho a que las autoridades intervengan de forma expedita para que su acusación sea investigada, y en su caso, examinada a través de un juicio penal, y en ese sentido, se ha sostenido que existe la obligación a las autoridades  de investigar la acusación de tortura para que de darse el supuesto, se esclarezca como delito, habiéndose señalado también que las autoridades tienen la obligación de realizar y proseguir de modo diligente las investigaciones necesarias para deslindar responsabilidades por su comisión.
Asimismo, se ha determinado que la obligación de salvaguardar el derecho fundamental que se traduce en la prohibición de la tortura, recae en todas las autoridades del país y no solo en aquellas que deban investigar y juzgar el caso, así como que atento al principio interpretativo pro persona, para efectos del mencionado derecho, debe considerarse como denuncia de un acto de tortura a todo tipo de noticia o aviso que sobre ese hecho se formule ante cualquier autoridad con motivo de sus funciones.
De igual modo, sobresale en el criterio que, cuando una persona ha sido sometida a tortura para quebrantar la expresión espontánea de su voluntad, deben excluirse las pruebas obtenidas mediante esa coacción.
Además, se estima que la omisión del juez de investigar oficiosamente sobre actos de tortura alegados por los inculpados constituye una violación al procedimiento penal que trasciende al resultado del fallo, porque de resultar positiva la investigación, la sentencia condenatoria se basará, entre otras probanzas, en una confesión obtenida mediante coacción.
Lo antes relacionado, encuentra sustento en el texto de las tesis 1ª. CCV/2014 (10ª.) y 1ª. CCVI/2014 (10ª.), emitidas por este órgano de control constitucional, cuyos rubros y textos son los que a continuación se transcriben:

“TORTURA. CONSTITUYE UNA CATEGORÍA ESPECIAL Y DE MAYOR GRAVEDAD QUE IMPONE LA OBLIGACIÓN DE UN ESCRUTINIO ESTRICTO BAJO LOS ESTÁNDARES NACIONALES E INTERNACIONALES. La prohibición de la tortura como derecho absoluto se reconoce y protege como jus cogens en armonía con el sistema constitucional y convencional. En ese sentido, el artículo 22, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, proscribe la tortura, mientras que el artículo 29 de la propia Constitución Federal enfatiza que la prohibición de tortura y la protección a la integridad personal son derechos que no pueden suspenderse ni restringirse en ninguna situación, incluyendo los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto. Además, la integridad personal es el bien jurídico cuya protección constituye el fin y objetivo principal para prohibir la tortura, así como otros tratos y penas crueles, inhumanas o degradantes, lo cual también se prevé en los artículos 5 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Además, las obligaciones adquiridas por México, en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, incluyen tipificarla como delito, investigar toda denuncia o presunto caso de ella, así como de excluir toda prueba obtenida por la misma. En ese orden, la tortura actualiza una categoría especial y de mayor gravedad que impone hacer un análisis cuidadoso bajo los estándares nacionales e internacionales, tanto en su impacto de violación de derechos humanos como de delito.”

“TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ DE INVESTIGARLA OFICIOSAMENTE CUANDO LA ALEGUE EL PROCESADO, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE AL RESULTADO DEL FALLO. El artículo 173, fracción VIII, de la Ley de Amparo, al establecer que en los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento, de manera que su infracción afecte a las defensas del quejoso, cuando, entre otros supuestos, no se respete al imputado el derecho a declarar o guardar silencio, la declaración del imputado se obtenga mediante incomunicación, intimidación, tortura o sin presencia de su defensor, o cuando el ejercicio del derecho a guardar silencio se utilice en su perjuicio; así, la omisión del juez de investigar oficiosamente sobre actos de tortura alegados por los procesados constituye una violación al procedimiento que trasciende al resultado del fallo, porque de resultar positiva la investigación, la sentencia condenatoria se basará, entre otras probanzas, en una confesión obtenida mediante coacción.”

En adición, también se pone de relieve el criterio jurisprudencial 10/2016 (10ª.), emitido por esta Primera Sala al resolver la contradicción de tesis 315/2014, en el que se establece que el inculpado en un proceso penal, por disposición constitucional y convencional, ante la denuncia de haber sido víctima de tortura, cuenta con el derecho fundamental de que la autoridad judicial investigue los actos denunciados. 
Además, en el criterio jurisprudencial señalado, también se establece que esa obligación de investigación constituye una formalidad esencial del procedimiento, al incidir sobre las efectivas posibilidades de defensa del inculpado previo al correspondiente acto de autoridad privativo de sus derechos.
Es decir, que al ser la tortura una violación a derechos humanos de la que es posible que se puedan obtener datos o elementos de prueba que con posterioridad se utilicen para sustentar una imputación de carácter penal contra la persona identificada como presunta víctima de la tortura, resulta evidente que existe una clara relación entre la violación a derechos humanos con el debido proceso. Lo cual implica que, luego de realizarse la investigación que es necesaria para determinar si se actualizó o no la tortura, de obtenerse un resultado positivo, entonces la autoridad que tenga a cargo resolver la situación jurídica de la víctima de violación a derechos humanos, estará obligada a realizar un estudio escrupuloso de los elementos en que se sustenta la imputación al tenor de los parámetros constitucionales fijados con relación a las reglas de exclusión de las pruebas ilícitas.
Por tanto, se establece que soslayar una denuncia de tortura, sin que se realice la investigación correspondiente, ubica necesariamente en estado de indefensión a quien la alega, ya que al no verificar su dicho, se deja de analizar una eventual ilicitud de las pruebas con las que se dictará sentencia.
Ante ese panorama, se llegó a la convicción en esos criterios que si bien la autoridad jurisdiccional debe realizar la investigación oficiosa de los alegados actos de tortura a fin de establecer si la referida denuncia actualiza violación a derechos fundamentales dentro del proceso penal, lo que conllevó a precisar que toda omisión de la autoridad judicial de realizar la señalada investigación de manera oficiosa, constituye una violación a las leyes que rigen el procedimiento, con trascendencia a las defensas de los quejosos; y, consecuentemente, debe ordenarse la reposición del procedimiento de primera instancia para realizar la investigación correspondiente y analizar la denuncia de actos de tortura, únicamente desde el punto de vista de violación a derechos humanos dentro del proceso penal, a fin de corroborar si existió o no dicha transgresión para los efectos probatorios al momento de dictar la sentencia, es decir, previo a la afectación de derechos del inculpado.

Lo explicitado encuentra sustento en el mencionado criterio jurisprudencial 10/2016 (10ª.), emitido por esta Primera Sala, que se identifica con el rubro y texto siguientes:

“ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE A SU DEFENSA Y AMERITA LA REPOSICIÓN DE ÉSTE. Si los gobernados, constitucional y convencionalmente tienen el derecho fundamental a que el Estado investigue las violaciones a sus derechos humanos, en específico, el derecho a no ser objeto de tortura, la autoridad judicial, como parte integral del Estado Mexicano, ante la denuncia de que un gobernado ha sido víctima de aquélla, tiene la obligación de investigarla; lo que se constituye en una formalidad esencial del procedimiento, al incidir sobre las efectivas posibilidades de defensa de los gobernados previo al correspondiente acto de autoridad privativo de sus derechos. Ello, porque al ser la tortura una violación a los derechos humanos de la que pueden obtenerse datos o elementos de prueba que con posterioridad se utilicen para sustentar una imputación de carácter penal contra la presunta víctima de la tortura, se advierte una relación entre la violación a derechos humanos y el debido proceso; lo cual implica que, luego de realizarse la investigación necesaria para determinar si se actualizó o no la tortura, de obtenerse un resultado positivo, la autoridad que tenga a cargo resolver la situación jurídica de la víctima de violación a derechos humanos, estará obligada a realizar un estudio escrupuloso de los elementos en que se sustenta la imputación al tenor de los parámetros constitucionales fijados en relación con las reglas de exclusión de las pruebas ilícitas. Por tanto, soslayar una denuncia de tortura, sin realizar la investigación correspondiente, coloca en estado de indefensión a quien la alega, ya que la circunstancia de no verificar su dicho implica dejar de analizar una eventual ilicitud de las pruebas con las que se dictará la sentencia. Así, la omisión de la autoridad judicial de investigar una denuncia de tortura como violación a derechos fundamentales dentro del proceso penal, constituye una violación a las leyes que rigen el procedimiento, que trasciende a las defensas del quejoso, en términos de los artículos 173, fracción XXII, de la Ley de Amparo, 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1, 6, 8 y 10 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y, consecuentemente, debe ordenarse la reposición del procedimiento de primera instancia para realizar la investigación correspondiente y analizar la denuncia de tortura, únicamente desde el punto de vista de violación de derechos humanos dentro del proceso penal, a efecto de corroborar si existió o no dicha transgresión para los efectos probatorios correspondientes al dictar la sentencia.”

En consecución con lo expuesto, resultó oportuno en esos criterios, precisar que la reposición del procedimiento con motivo de la violación a las leyes que lo rigen por la omisión de la autoridad judicial de realizar la investigación de los actos de tortura denunciados por el inculpado, debe ordenarse a partir de la diligencia anterior al auto de cierre de instrucción, pues se estima que la reposición tiene como justificación que se investiguen los actos de tortura alegados para verificar su existencia y no la actualización de alguna otra violación concreta y constatada al derecho de defensa del imputado.
Además, porque no existía razón para que se afectara todo lo desahogado en el proceso, pues en caso de que la existencia de actos de tortura no se constate con la investigación, las correspondientes actuaciones y diligencias subsistirán íntegramente en sus términos; y, para el caso de que se acredite su existencia, los efectos únicamente trascenderán con relación al material probatorio que en su caso será objeto de exclusión al dictar la sentencia; de ahí que la reposición del procedimiento deberá realizarse hasta la diligencia inmediata anterior al auto de cierre de instrucción, tratándose del sistema penal tradicional.
Lo establecido se apoya en el criterio jurisprudencial 11/2016 (10ª.), emitido por esta Primera Sala, en la resolución de la citada contradicción de tesis 315/2014, que se identifica con el rubro y texto siguientes:

“ACTOS DE TORTURA. LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO, CON MOTIVO DE LA VIOLACIÓN A LAS LEYES QUE LO RIGEN POR LA OMISIÓN DE INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO, DEBE ORDENARSE A PARTIR DE LA DILIGENCIA INMEDIATA ANTERIOR AL AUTO DE CIERRE DE INSTRUCCIÓN. La violación al debido proceso, derivada de la omisión de investigar la existencia de actos de tortura, con motivo de una denuncia o la existencia de indicios concordantes para suponer bajo un parámetro de probabilidad razonable de que la violación a derechos humanos aconteció, da lugar a que la vía de reparación óptima sea ordenar la reposición del procedimiento con la finalidad de realizar la investigación respectiva. Lo anterior, porque sólo será posible determinar el impacto de la tortura en el proceso penal, una vez que ésta se acredite, como resultado de una investigación exhaustiva y diligente. Así, la reposición del procedimiento tiene como justificación que se investiguen los actos de tortura alegados para verificar su existencia, y no por la actualización de alguna otra violación concreta y constatada al derecho de defensa del imputado; por tanto, no existe razón para que se afecte todo lo desahogado en el proceso, pues en caso de que la existencia de actos de tortura no se constate con la investigación, las correspondientes actuaciones y diligencias subsistirán íntegramente en sus términos; y para el caso de que se acredite su existencia, los efectos únicamente trascenderán en relación con el material probatorio que en su caso será objeto de exclusión al dictar la sentencia; de ahí que la reposición del procedimiento deberá realizarse hasta la diligencia inmediata anterior al auto de cierre de instrucción, tratándose del sistema penal tradicional.”

Ahora bien, en atención a todo lo anteriormente destacado, se concluye que el Tribunal Colegiado, al emitir su pronunciamiento, no observó los lineamientos a que se contraen los criterios aislados y jurisprudenciales que se han referido en el estudio, donde se establece la obligación de la autoridad jurisdiccional de primera instancia de obtener pruebas de forma oficiosa respecto de los actos de tortura que denuncie el inculpado haber sufrido –o cuando de ellos tenga noticia de alguna otra forma–, desde la perspectiva de violación a derechos humanos con trascendencia en el proceso penal.

Ello, porque se advierte que omitió dar tratamiento a la denuncia de tortura conforme a los parámetros antes descritos, puesto que no emitió su pronunciamiento desde el impacto que pudiere haber generado como violación a derechos humanos con efectos dentro del proceso penal, para que en caso de que se demostrara la referida violación a derechos humanos, se pronunciara sobre la repercusión en la obtención de pruebas con origen en tal violación, con base, además, en los criterios de la exclusión de la prueba ilícita.
Sin embargo, esta Primera Sala llega a la convicción de que en determinados casos, como el que ahora nos ocupa, no existe necesidad de ordenar la reposición del procedimiento, ante la noticia de tortura, para realizar una investigación dentro del proceso penal en el que el inculpado manifestó haber sido víctima de esa violación a derechos humanos, a fin de que se determine si existió tal violación, así como el posible impacto en el proceso seguido en su contra, pues ello podrá actualizarse únicamente si como consecuencia de la tortura denunciada existieran declaraciones, confesiones o alguna otra clase de información autoincriminatoria, porque sólo de esa forma tendrá trascendencia en el proceso, en tanto que no la habrá si el inculpado a pesar de aducir que fue objeto de dicha violación no reconoce los hechos imputados o se abstiene de declarar, dado que no existirá repercusión en su contra.
De manera tal, que si por otro lado, existen pruebas que acrediten fehacientemente la intervención del inculpado en los hechos atribuidos en el proceso penal de que es objeto, aun ante la abstención de declarar, o en su caso, ante la negativa de haberlos cometido, y el tema sobre la violación a derechos humanos derivada de la tortura carece de trascendencia en el proceso, resulta que la denuncia planteada no tiene impacto en el proceso penal respectivo.
Consecuentemente, a ningún fin práctico conduciría revocar la sentencia recurrida y devolver los autos al Tribunal Colegiado para que se ajuste a los criterios de esta Sala que han sido expuestos en la presente ejecutoria, en lo atinente al tema de tortura en la vertiente que impone valorar su trascendencia en el proceso penal, puesto que en el caso no existió por parte del quejoso, denunciante de actos de tortura, confesión o algún otro acto de autoincriminación motivados por la violencia ejercida en su contra por los policías aprehensores.
Lo anterior, en razón de que de los antecedentes destacados en el apartado relativo, se informó que el quejoso, en sede ministerial refirió: “No es mi deseo declarar ya que me reservo éste derecho, además de no es mi deseo contestar a ninguna pregunta que me sea realizada por esta Autoridad, siendo tolo lo que deseo manifestar”.
En tanto que ante el Juez del proceso, expresó: “No quiero declarar, me abstengo”. 

Sin que se pueda estimar lo contrario, por el hecho de que en ampliación de declaración ante el juez del proceso, el veintiuno de febrero de dos mil doce, el quejoso expresara: 

“Que el día de los hechos yo venía de un mandado caminando y me encontré a una chamaca, iba caminando y miré a una chamaca coquetona con minifalda que iba caminando y le dije que estaba bonita que cómo se llamaba, me empujó y me dijo…, entonces la chamaca se fue corriendo para adelante y me causó risa y gracia lo que hizo, dije ‘¿qué trae esta chamaca’, yo seguí mi camino como si nada y al pasar por un local un chamaco me empezó a gritar groserías… y cosas así yo le dije…, si tienes algo salte para acá, me dijo…  y me hizo enojar y me metía al local para ver cuál era su problema, cuando me meto él me pucha y yo lo pucho para atrás, y él me vuelve a empujar y me tumba del empujón que me da al suelo, me caigo de espaldas, del empujón que me da al suelo, me caigo de espaldas, del empujón caigo de espaldas, cuando me levanto el tipo me sigue maldiciendo y tiene una pistola en su mano derecha chiquita y cromada y me amenaza con ella, me dice… entonces al ver eso yo le agarro la mano y le hago ¿cómo se dice? le hago una mano de puerco para que se suelte el arma, al hacerle la mano de puerco se le hace así, se le abre el puño y ya se le estaba tirando, se le estaba cayendo, y con la izquierda tomó el arma pero él ya la tomó con la izquierda, quedando el cañón hacia él y él puso el dedo gordo en el gatillo, entonces yo le volví a tomar la mano izquierda con mi derecha y comenzamos a forcejear mientras que con la izquierda le detenía la derecha, yo le forcejeaba con la izquierda que era la mano en la que tenía el arma y anduvimos forcejeando, yo quería que tirara el arma para pelearnos a mano limpia, en lo que anduvimos forcejeando a él se le empezaron a ir los tiros y este cuando se metió el último disparo en la cabeza es cuando dejó de forcejear, espérame, se cayó y yo me salí del local, ya me salí y hasta ahí”. 


Ello, porque esa declaración no implica una confesión lisa y llana de los hechos; además de que fue rendida por el quejoso durante el proceso penal, en presencia de su defensor.
Ahora bien, en la doctrina constitucional desarrollada con relación al tema de la tortura, precisamente en cuanto a las reglas de exclusión probatoria ante la demostración de la correspondiente violación de derechos humanos con impacto en el proceso penal seguido en contra de la víctima de la tortura, se destacó que esta Primera Sala había sido firme en sostener que si se pretendía el respeto al derecho de ser juzgado por tribunales imparciales y el derecho a una defensa adecuada, una prueba obtenida de forma irregular, ya sea por contravenir el orden constitucional o el legal, debía ser considerada como inválida; por ello, ninguna prueba que fuera en contra del derecho debía ser admitida y, si pese a ello ya se había desahogado, debía restársele todo valor probatorio.
Sobre esa premisa, se estableció que tratándose de la tortura, en el supuesto de haberse determinado su existencia como violación al derecho humano de debido proceso, se debía excluir todo medio de convicción que se hubiera obtenido directamente de la misma o que derivara de ella. Lo que comprendía declaraciones, confesiones y toda clase de información incriminatoria resultado de éstas.
Al respecto, se dijo que se debía atender la jurisprudencia que emitió la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, donde determinó:

“167. Por otra parte, este Tribunal considera que las declaraciones obtenidas mediante coacción no suelen ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo necesario para lograr que los tratos crueles o la tortura cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o dar valor probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas mediante coacción, que afecten a la persona o a un tercero, constituye a su vez una infracción a un juicio justo. Asimismo, el carácter absoluto de la regla de exclusión se ve reflejado en la prohibición de otorgarle valor probatorio no sólo a la prueba obtenida directamente mediante coacción, sino también a la evidencia que se desprende de dicha acción. En consecuencia, la Corte considera que excluir la prueba que haya sido encontrada o derivada de la información obtenida mediante coacción, garantiza de manera adecuada la regla de exclusión”.

Al tenor de esos lineamientos, se aprecia que la reposición del procedimiento que en su caso se ordene con motivo de una denuncia de tortura, tiene por objeto que se verifique, a través de los medios de prueba correspondientes, si se acredita o no la respectiva violación de derechos fundamentales; y, de ser así, debe analizarse la forma en que impacta en el proceso penal, a fin de proceder a la exclusión de las declaraciones, confesiones y toda clase de información incriminatoria que resulten de la aludida violación.
No obstante, según se dijo, lo considerado acerca del tema, se sustenta sobre la base de que los efectos de la prueba ilícita no son ilimitados, llevando a esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a concluir que en el ámbito del proceso penal, la violación al derecho fundamental a no ser objeto de tortura, impacta única y exclusivamente sobre la confesión que en su caso hubiera rendido el inculpado y, en su caso, en las declaraciones o alguna otra clase de información autoincriminatoria, por tanto, cuando no existe el reconocimiento de los hechos que se le imputan por negativa o abstención, a ningún sentido práctico conduce ordenar la reposición del procedimiento para que se investigue la correspondiente denuncia de tortura, al no tener consecuencias procesales, precisamente, por no haber confesión que excluir y se advierte que no existen pruebas que deriven directamente de los actos de tortura aducidos, como en el caso sucede.
En lo conducente, resulta ilustrativa la tesis aislada 1a. CCCXXVI/2015 (10a.), sustentada por esta Primera Sala, de rubro y texto siguientes: 

“PRUEBA ILÍCITA. LÍMITES DE SU EXCLUSIÓN. La exclusión de la prueba ilícita aplica tanto a la prueba obtenida como resultado directo de una violación constitucional, como a la prueba indirectamente derivada de dicha violación; sin embargo, existen límites sobre hasta cuándo se sigue la ilicitud de las pruebas de conformidad con la cadena de eventos de la violación inicial que harían posible que no se excluyera la prueba. Dichos supuestos son, en principio, y de manera enunciativa y no limitativa, los siguientes: a) si la contaminación de la prueba se atenúa; b) si hay una fuente independiente para la prueba; y c) si la prueba hubiera sido descubierta inevitablemente. Sobre el primer supuesto, a saber, la atenuación de la contaminación de la prueba, se podrían tomar, entre otros, los siguientes factores para determinar si el vicio surgido de una violación constitucional ha sido difuminado: a) cuanto más deliberada y flagrante sea la violación constitucional, mayor razón para que el juzgador suprima toda evidencia que pueda ser vinculada con la ilegalidad. Así, si la violación es no intencionada y menor, la necesidad de disuadir futuras faltas es menos irresistible; b) entre más vínculos (o peculiaridades) existan en la cadena entre la ilegalidad inicial y la prueba secundaria, más atenuada la conexión; y c) entre más distancia temporal exista entre la ilegalidad inicial y la adquisición de una prueba secundaria, es decir, que entre más tiempo pase, es más probable la atenuación de la prueba. En relación con el segundo supuesto es necesario determinar si hay una fuente independiente para la prueba. Finalmente, el tercer punto para no excluir la prueba consistiría en determinar si ésta hubiera sido descubierta inevitablemente en el proceso. Dicho supuesto se refiere, en general, a elementos que constituyan prueba del delito que hubieran sido encontrados independientemente de la violación inicial. La aplicación del anterior estándar debe hacerse en cada caso concreto”. 

Es decir, a lo largo de la construcción de la doctrina constitucional desarrollada con relación a la tortura, se ha hecho énfasis en que la norma más protectora sobre el tema se encuentra en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en la que se determina que se está frente a un caso de tortura, cuando: (i) la naturaleza del acto consista en afectaciones físicas o mentales graves; (ii) cuando las mismas sean infligidas intencionalmente; y, (iii) con un propósito determinado, ya sea para obtener una confesión o información, para castigar o intimidar, o para cualquier otro fin que tenga por objeto menoscabar la personalidad o la integridad física y mental de la persona.
Así se determinó en el Amparo Directo en Revisión 90/2014, resuelto por unanimidad de cinco votos, en sesión de dos de abril de dos mil catorce, presentado bajo la ponencia del señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo; de la que resultó la tesis asilada 1a. LV/2015 (10a.), de rubro y texto siguientes: 
“TORTURA. SUS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, atendiendo a la norma más protectora, prevista en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, estima que se está frente a un caso de tortura cuando: i) la naturaleza del acto consista en afectaciones físicas o mentales graves; ii) éstas sean infligidas intencionalmente; y iii) tengan un propósito determinado, ya sea para obtener una confesión o información, para castigar o intimidar, o para cualquier otro fin que tenga por objeto menoscabar la personalidad o la integridad física y mental de la persona.”


Criterio del que se destaca que la tortura se guía necesariamente por un propósito específico, que puede consistir en la obtención de una confesión o información para castigar o intimidar, o para cualquier otro fin que tenga por objeto menoscabar la personalidad o la integridad física y mental de la persona.
De esta manera, se pone de manifiesto que la confesión de los hechos, si bien no es el único propósito que pudiera buscar la tortura, sí es el más destacado, pues la propia convención invocada le da un trato diferenciado a través la función alternativa “o” que se emplea, a efecto de distinguirla de cualquiera de los otros propósitos genéricos que pudieran actualizarse.
Distinción que no es meramente gramatical o de sintaxis, sino técnica, al hacer referencia específica a un medio de prueba perfectamente identificado; y, por ello, permite ubicar a la confesión en el ámbito del derecho procesal penal; diferenciándola así, de cualquier otra circunstancia o propósito que pudiera corresponderle a actos identificables en el contexto genérico de la tortura.
Noción con la que resulta congruente el derecho fundamental a la no autoincriminación que se consagra en el artículo 20 constitucional, sea anterior o posterior a su reforma de junio de dos mil ocho, y que lleva implícita la idea de que la confesión debe ser rendida, en su caso, de forma libre y espontánea, sin ningún tipo de presión, bajo pena de que carezca de cualquier valor probatorio.
Al respecto, es de observarse la tesis aislada 1a. I/2016 (10a.), sustentada por esta Primera Sala, de rubro y texto siguientes: 

“DERECHO A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN. IMPLICACIONES QUE DERIVAN DE RESPETAR SU EJERCICIO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA PENAL DEL 18 DE JUNIO DE 2008). La literalidad del texto constitucional no ofrece dificultades interpretativas, pues cuando dispone que la persona sujeta a un proceso no está obligada a declarar, esto implica que ella no puede verse obligada a: (i) autoinculparse y/o (ii) defenderse y declarar en su favor, ya que goza del derecho a hacerlo hasta en tanto lo considere necesario para el más óptimo ejercicio de su defensa. El concepto "no declarar" incluye la posibilidad de reservarse cualquier expresión, incluso no verbal, en relación con la acusación formulada. Lo anterior quiere decir que este derecho obliga a las autoridades a no forzar a la persona, bajo ningún medio coactivo, o con la amenaza de su utilización, a emitir una confesión o declaración encaminada a aceptar responsabilidad. Pero del mismo modo, implica la prohibición de realizar inferencias negativas a partir del silencio; es decir, la autoridad debe respetar la estrategia defensiva de la persona y no exigir que espontáneamente exponga una versión exculpatoria. Así, la decisión de ejercer el derecho a la no autoincriminación no sólo debe ser respetada y su posibilidad garantizada, sino que no puede, por ninguna circunstancia, ser utilizada en perjuicio de la persona o como un argumento para motivar una sentencia condenatoria. Los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales están ahí para ser ejercidos. Ponerlos en práctica nunca puede traducirse en un costo o implicar una consecuencia negativa para la persona. Presuponer, incluso a nivel intuitivo, que el silencio y/o la pasividad generan suspicacia o que son actitudes indicativas de culpabilidad, es -de nuevo- un razonamiento contrario a las exigencias de las garantías del proceso penal.”


Luego, si se parte de la base que se analiza respecto del derecho fundamental a no ser objeto de tortura, desde su perspectiva de violación a derechos humanos con trascendencia al proceso penal, entonces, fundadamente se puede concluir que la existencia de una confesión o alguna otra declaración o información autoincriminatoria que se alega fue obtenida con base en la tortura, en caso de que la denuncia correspondiente resulte verosímil y justificada, esa circunstancia debe llevar necesariamente a la exclusión de la prueba.
En contexto de lo anterior, para el caso de que se denuncie la tortura, pero no se corrobore la existencia de la confesión de los hechos, ni de ninguna otra declaración o información autoincriminatoria, resultará que no habrá prueba sobre la que pudiera impactar la correspondiente violación de derechos humanos, aún en el extremo de que llegara a justificarse.
En el entendido de que pudieren existir específicos supuestos en los que se acredite que existen declaraciones, datos o información que si bien no entran en el contexto de la confesión, si pueden encontrarse vinculados con el proceso penal y deben ser considerados pruebas ilícitas, pues no debe descartarse que en razón de la tortura pudiere obtenerse la declaración de algún testigo o coinculpado, cuyas deposiciones, si bien no constituyen una confesión, si pueden incidir directamente en la determinación judicial al momento de emitir el fallo que corresponda.
Así, se establece que a ningún sentido práctico conduciría el hecho de que, con motivo de la correspondiente denuncia de tortura, se ordenara la reposición del procedimiento a efecto de realizar la investigación, pues finalmente, aunque se justificara perfectamente la violación de derechos humanos, no habría consecuencias procesales, por no haber confesión, declaración o información que excluir. E incluso, reponer el procedimiento únicamente generaría un perjuicio al derecho fundamental de pronta y expedita impartición de justicia, que se consagra como punto cardinal de todo el sistema judicial, en el artículo 17 de la Constitución Federal.
Precisado lo anterior, se pone de relieve que con lo antes puntualizado, esta Primera Sala no se aparta de la doctrina que se ha desarrollado sobre el tópico de la tortura y su impacto en el proceso penal, en tanto que únicamente se modifica para agregar un nuevo requisito que establezca ante qué hipótesis se actualiza el deber de las autoridades jurisdiccionales de iniciar una investigación en el marco del proceso legal para hacerse de elementos que permitan determinar la existencia de tortura en su vertiente de violación a derechos humanos, supuesto en el cual, deben apegarse íntegramente a los criterios que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido al respecto.
En consecución con lo anterior, no se soslaya que la doctrina de esta Primera Sala alude a que además de la confesión, deben excluirse todas las declaraciones, datos o información obtenida con motivo de la tortura. Ello, bajo la idea de que la autoincriminación es tan solo uno sus posibles resultados, no una condición necesaria de la misma, circunstancia que debe observarse por el órgano jurisdiccional en el caso concreto, pues de corroborarse uno de esos supuestos cobrará aplicación el criterio existente sobre los efectos expansivos de exclusión de pruebas.

Además, siguiendo nuevamente los lineamientos establecidos en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, se entiende, por exclusión, que si dichas declaraciones, datos o información, no entran en el contexto de la confesión para los efectos del proceso penal, de llegar a corroborarse que se encuentran vinculadas con el mismo, entonces, podrían ser consideradas como pruebas ilícitas, pues podrían tratarse de las declaraciones de los testigos o coinculpados, las cuales, como se estableció, pueden incidir en el resultado del proceso.
Por las consideraciones antes referidas, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, llega a la convicción de que por regla general, la violación al derecho fundamental a no ser objeto de tortura, únicamente impacta en el proceso penal cuando el inculpado ha emitido confesión de los hechos o existe alguna otra declaración o información autoincriminatoria; y, por tanto, cuando esta confesión no existe, y del examen de las circunstancias se llega a la convicción de que no existen otras pruebas que deriven directamente de la alegada tortura, a ningún sentido práctico conduce ordenar la reposición del procedimiento para que se investigue la denuncia de tortura; pues al no generar consecuencias procesales, por no haber confesión que excluir, ni conexión contra otras pruebas, con la reposición del procedimiento sólo se incidirá en perjuicio del derecho fundamental de pronta y expedita impartición de justicia que se consagra en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
En la medida de lo expuesto, lo determinado por el Tribunal Colegiado es compatible con la reciente doctrina constitucional de esta Primera; por tanto, debe declararse infundado el agravio expresado en ese sentido.
Lo que se sustenta así, en virtud de que esta Primera Sala en el estudio realizado en párrafos precedentes, ha sostenido que cuando no existe confesión del inculpado o alguna otra declaración o información autoincriminatoria, no es posible determinar que el acto de tortura alegado ha tenido impacto dentro del proceso penal, y que por tanto, es dable decretar la exclusión de pruebas por considerarse ilícitas. Lo que queda al margen de que ante la denuncia de la perpetración de un acto de tortura, ésta se haga del conocimiento de la autoridad ministerial a fin de que se abra una investigación desde la perspectiva de que tal acto pueda configurar delito.
En ese orden, no es procedente la exclusión del material probatorio que integra el proceso penal en el que se le condenó, por haber sufrido intimidación en su detención y retención, pues el presupuesto para la exclusión de pruebas ilícitas, conforme a lo que antes quedó referido, es la confesión del inculpado o alguna otra declaración o información autoincriminatoria como consecuencia de haber sido sometido a un acto de tortura y que por ello se presuma que pudo quebrantarse la expresión espontánea de su voluntad, pues este es el supuesto que por regla general, produce la exclusión del material probatorio existente en el proceso, cuando derive o se encuentre vinculado directamente con dicha confesión. Sin que en el caso, se advierta que pudiere existir declaración, dato o información diversos de la confesión que pudiera ser producto de tortura y que pudiere generar la exclusión de pruebas por afectar la situación del quejoso en el proceso en que fue inculpado.
En conclusión, debe dejarse establecido que en casos como el que ahora se analiza, en los que no exista confesión o algún otro acto que implique autoincriminación como consecuencia de los actos de tortura alegados, no resulta procedente ordenar la reposición del procedimiento de conformidad con la jurisprudencia 1ª. 10/2016 (10ª.),  citada en párrafos precedentes, pues en esos supuestos la violación a derechos humanos derivada de la tortura carece de trascendencia en el proceso penal por no haber impacto; sin embargo, fuera de esos casos de excepción deberá procederse como se describe en el criterio jurisprudencial de referencia.
Es decir, la jurisprudencia a que se alude tendrá aplicación siempre que se trate de asuntos en los que como consecuencia de la tortura se haya verificado la confesión o cualquier manifestación incriminatoria del inculpado porque, en tal caso, la autoridad jurisdiccional estará obligada a realizar una investigación a fin de determinar si se actualizó o no la tortura, y de obtenerse un resultado positivo, deberá ceñirse a los parámetros constitucionales fijados con relación a las reglas de exclusión de las pruebas ilícitas, esto es, que de no acreditarse el señalado supuesto de excepción, el citado criterio operará en sus términos. 
Similar criterio sostuvo esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 6564/2015, en sesión de dieciocho de mayo de dos mil dieciséis, por mayoría de votos de los Señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente), en contra de los votos emitidos por la Ministra Norma Lucía Piña Hernández y del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Al margen de lo anterior, esta Primera Sala advierte que el Tribunal Colegiado inobservó la obligación de dar vista al Ministerio Público correspondiente, con el alegato de tortura que realizó el quejoso, para que se iniciara la investigación respectiva. 
Alegato que se estima suficiente para que esta instancia ordene dicha vista, a fin de que el Ministerio Público que intervino en el proceso penal, inicie una investigación y verifique tal denuncia, conforme a los estándares nacionales e internacionales, a efecto de deslindar responsabilidades y, en su caso, esclarecer la denuncia sobre el delito de tortura.
Pues no debe soslayarse que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, reiteradamente ha señalado que corresponde al Estado la investigación de los hechos posiblemente constitutivos del delito de tortura ejercida en contra de una persona que está sujeta a un proceso penal.
Lo anterior, es sumamente relevante por la importancia que tiene una denuncia de tortura para efecto de cumplir con las obligaciones impuestas a todas las autoridades del Estado de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos; entre las que se encuentra cualquier práctica de tortura, que atenta contra la integridad de las personas, con independencia de que no tenga impacto en un juicio penal instruido contra las presuntas víctimas de tortura.
Ello, en términos de lo ordenado en los artículos 1°, 21, 22 y 29 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 7° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 5° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1°, 2°, 3°, 6° y 8° de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; así como en lo establecido en la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura, en las directrices del deber de actuación por parte de las autoridades del Estado, y en las tesis aisladas emitidas por esta Primera Sala, de rubros: “TORTURA. SU SENTIDO Y ALCANCE COMO PROHIBICIÓN CONSTITUYE UN DERECHO ABSOLUTO, MIENTRAS QUE SUS CONSECUENCIAS Y EFECTOS SE PRODUCEN TANTO EN SU IMPACTO DE VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS COMO DE DELITO”
, y “TORTURA. OBLIGACIONES DE LA AUTORIDAD CUANDO UNA PERSONA MANIFIESTA HABERLA SUFRIDO O SE TENGAN DATOS DE LA MISMA”.

Cabe señalar que la investigación ministerial deberá realizarse de manera independiente, imparcial y meticulosa, con la finalidad de determinar el origen y naturaleza de la alegada afectación a la integridad personal, así como identificar y procesar a las personas responsables de su comisión.
En otro orden de ideas, resultan inoperantes el resto de los argumentos de agravio que expresó el recurrente, ya que por una parte, tienden a combatir aspectos de mera legalidad; relacionados esencialmente con el incumplimiento de los protocolos para conservar la escena del crimen; y que su reconocimiento se efectuó mediante fotografías, aspecto último respecto del que ya se pronunció el Tribunal Colegiado, y determinó que esa actuación no fue tomada en consideración para la emisión de la sentencia impugnada. 
Lo anterior, conforme a la jurisprudencia sustentada por esta Primera Sala, en materia común, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de dos mil siete, número 1a./J. 56/2007, página setecientos treinta, de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS QUE ADUZCAN CUESTIONES DE MERA LEGALIDAD”.

Finalmente, no se soslaya que con relación al tema de la presunción de inocencia, el Tribunal Colegiado estimó que no era factible que se aplicara en favor del quejoso, en razón de que aun y cuando la carga de la prueba es del Ministerio Público, lo cierto era que una vez justificado por éste que un hecho tipificado como delito por la ley, se ha materializado e identifica a la persona que lo realizó, la carga de la prueba se revierte a quien afirma lo contrario, en este caso, al inculpado, quien deberá aportar los medios probatorios que desvirtuaran los aportados por el Representante Social. 
Al respecto, al margen de que tales afirmaciones son contrarias a la doctrina sostenida por esta Primera Sala en cuanto al principio de presunción de inocencia, y por ende, no debieron realizarse, pues conforme al citado principio el gobernado no está obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la comisión de un delito, en tanto que no tiene la carga de probar su inocencia; lo cierto es que, en la sentencia recurrida, el Tribunal Colegiado realizó la valoración de las pruebas de cargo y descargo en su conjunto como lo ha establecido esta Primera Sala en diversos criterios jurisprudenciales en los que ha instituido que en un escenario probatorio en el que coexisten pruebas de cargo y de descargo, la hipótesis de la acusación sólo puede estar probada suficientemente si al momento de valorar el material probatorio se analizan conjuntamente los niveles de corroboración tanto de la hipótesis de culpabilidad propuesta por la acusación como de la hipótesis de inocencia alegada por la defensa, de ahí que no puede restarse valor probatorio a las pruebas de descargo simplemente con el argumento de que existen pruebas de cargo suficientes, ya que en el escenario antes descrito -cuando en el material probatorio disponible existen pruebas de cargo y de descargo- la suficiencia de las pruebas de cargo sólo se puede establecer en confrontación con las pruebas de descargo, pues estas últimas pueden dar lugar a una duda razonable tanto en el caso de que cuestionen la fiabilidad de las pruebas de cargo, como en el supuesto en que la hipótesis de inocencia efectivamente alegada por la defensa esté corroborada por esos elementos exculpatorios, criterio recogido en la tesis aislada de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y DUDA RAZONABLE. FORMA EN LA QUE DEBE VALORARSE EL MATERIAL PROBATORIO PARA SATISFACER EL ESTÁNDAR DE PRUEBA PARA CONDENAR CUANDO COEXISTEN PRUEBAS DE CARGO Y DE DESCARGO.”
, doctrina a la que, como se apuntó, se apegó el Tribunal Colegiado al resolver.
En similares términos esta Primera sala resolvió el amparo directo en revisión 7040/2015, en sesión de trece de julio de dos mil dieciséis, bajo la Ponencia de la Señora Ministra Norma Lucía Piña Hernández, por mayoría de tres votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, en contra de los emitidos por los Señores Ministros:  José Ramón Cossío Díaz y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Por lo antes expuesto y fundado, se
R E S U E L V E :
P R I M E R O. En la materia del recurso de revisión, competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se confirma la sentencia recurrida. 

S E G U N D O. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, en contra del acto y autoridad precisados en el resultando primero de la presente ejecutoria.
T E R C E R O. Dese vista al Agente del Ministerio Público adscrito al Juzgado Octavo Penal del Partido Judicial de León, Guanajuato, en términos de la parte considerativa de la presente resolución.
N o t i f í q u e s e; con testimonio de esta ejecutoria, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen; y, en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los Señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular  voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente); en contra de los emitidos por los Señores Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidenta Norma Lucía Piña Hernández.
Firman la Ministra Presidenta de la Sala y el Ministro Ponente, con la Subsecretaria de Acuerdos que autoriza y da fe.

P R E S I D E N T A 

DE LA PRIMERA SALA

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

P O N E N T E 

MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO

SUBSECRETARIA DE ACUERDOS 

DE LA PRIMERA SALA

LIC. ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN

En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� Información extraída de la causa penal **********, del índice del Juzgado Octavo Penal del Partido Judicial de León, Guanajuato. 


� Cuaderno del Juicio de Amparo Directo **********. Foja 3, vuelta.


� Ídem. Foja 248.


� Cuaderno del Amparo Directo en Revisión 3101/2015. Foja 3.


� Ídem. Foja 47.


� El parte informativo tiene fecha de 19 de octubre de 2011 y no menciona que al momento inmediato de la detención, los policías captores le informaron al recurrente sobre sus derechos de conformidad con el artículo 20 de la Constitución. Véase Expediente ********** (ejercicio de la acción penal) del Juzgado de Partido Octavo Penal, León, Guanajuato, tomo I, foja 28.





� De las constancias se aprecia que a las 18:15 del día 19 de octubre de 2011, el Ministerio Público recibió el parte informativo ********** firmado por los policías captores. En esa misma diligencia, el órgano ministerial también recibió las diligencias de la averiguación previa y confirmó que los policías captores dejaban a su disposición en los separos de la agencia al detenido, así como sus pertenencias. Véase la Razón emitida por el agente del Ministerio Público de la Agencia Investigadora No. 11 Homicidios, Expediente ********** (ejercicio de la acción penal) del Juzgado de Partido Octavo Penal, León, Guanajuato, tomo I, foja 30.


� De la revisión del expediente se aprecia que existe una constancia mediante la cual se hace saber al detenido sobre sus derechos. Esta constancia fue levantada por el Ministerio Público en la Ciudad de León, Guanajuato a las 19:10 del día de la detención. En este documento se denota que el Ministerio Público y su secretaria se constituyeron en los separos de la policía ministerial para informarle a Francisco Jiménez Padilla que se encontraba detenido por los hechos bajo investigación. Asimismo, se le hicieron saber sus derechos como indiciado de acuerdo con los artículos 20, apartado B de la Constitución y 119 bis del Código de Procedimientos Penales del Estado de Guanajuato. Por otro lado, la declaración ministerial se realizó a las 22:30 del 19 de octubre de 2011, misma que el detenido rindió con el apoyo del defensor público designado por el Ministerio Público. Véase Expediente ********** (ejercicio de la acción penal) del Juzgado de Partido Octavo Penal, León, Guanajuato, tomo I, fojas 35 y 36, ambos lados y fojas 61 y 62, ambos lados.


� Texto: “De conformidad con el artículo 16, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como con los artículos 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la limitación a la libertad personal con motivo de la detención por flagrancia, implica que toda persona detenida bajo esa hipótesis sea puesta sin demora a disposición de la autoridad ministerial. El reconocimiento y protección de este derecho fundamental conlleva una trascendencia especial, pues el escrutinio estricto posterior a la detención se dirige precisamente a verificar que no hubo una privación ilegal de la libertad que, de actualizarse, provocaría invalidar la detención, así como datos de prueba obtenidos con motivo de la misma, además que ello deberá desencadenar el reproche y la exigencia de responsabilidad a los agentes captores. Así, en términos estrictamente constitucionales, el agente que detenga al imputado por la comisión de un delito en flagrancia, tiene obligación de ponerlo sin demora ante el ministerio público, esto es, sin retraso injustificado o irracional. Ahora bien, las consecuencias y efectos de la vulneración al derecho humano de libertad personal, con motivo de la retención indebida, deben vincularse estrictamente con su origen y causa; lo que implica que si la prolongación injustificada de la detención generó la producción e introducción de datos de prueba, éstos deben declararse ilícitos, lo mismo que las diligencias pertinentes se hayan realizado en condiciones que no permitieron al inculpado ejercer el derecho de defensa adecuada, de conformidad con los principios de debido proceso y obtención de prueba lícita”.





Amparo en revisión 703/2012. 6 de noviembre de 2013. Cinco votos por la concesión del amparo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Mayoría de tres votos por el amparo liso y llano de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Encargado del engrose: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.


� Texto: “Una recta interpretación de lo dispuesto en las fracciones IX y X, párrafo cuarto, apartado A, del artículo 20 constitucional, permite deducir la existencia de significativas diferencias entre los alcances y efectos de las garantías de defensa adecuada consagradas en dichas fracciones; esto es así, porque jurídica y fácticamente existe imposibilidad para que ambas sean observadas en igualdad de circunstancias, en virtud de que el campo de su aplicación pertenece a fases procedimentales distintas, además de que se rigen por reglamentaciones específicas contenidas en los artículos 128 y 160 del Código Federal de Procedimientos Penales. En efecto, para el ejercicio de esta prerrogativa constitucional en la fase indagatoria de un proceso penal federal, no es factible jurídica ni materialmente que esa garantía pueda ser exigible y existan condicionantes reales para que su otorgamiento pueda hacerse antes del desahogo de la diligencia de declaración inicial a cargo de los inculpados y, por tanto, el mandato constitucional que obliga a la designación de abogado o persona de su confianza que los asista durante el desahogo de todas las diligencias ministeriales que al respecto sean practicadas en esta fase previa, debe ser interpretado en forma sistemática y lógica, no literal, a fin de que tenga la debida consistencia jurídica, pues es inconcuso que existe imposibilidad real y objetiva para que esta garantía sea observada en aquellas diligencias probatorias que ya hubiesen sido desahogadas con antelación, en razón de que únicamente cuando se llega a ese estado procedimental (toma de declaraciones ministeriales), la autoridad persecutora de delitos se encuentra real y jurídicamente en condiciones de saber si los hechos investigados son constitutivos de delito federal y si el o los detenidos se encuentran en calidad de inculpados o de testigos de esos hechos, pues sólo hasta ese momento ministerial, el representante social federal, con base en los resultados que arrojen las diligencias probatorias aludidas, es factible que cronológicamente se encuentre en posibilidad de cumplir y hacer cumplir la garantía constitucional aludida, lo que no sucede respecto del derecho de defensa ejercido en las diversas etapas que en términos de lo previsto en el artículo 4o. del Código Federal de Procedimientos Penales, conforman el proceso penal federal (preinstrucción, instrucción, primera instancia y segunda instancia) pues en tales casos, el juzgador federal desde el auto de radicación tiene conocimiento de los hechos consignados y de la calidad de las personas puestas a su disposición, por lo que no existe impedimento alguno para que desde ese momento procesal y hasta la total conclusión del juicio pueda ser ejercida y cumplida la garantía constitucional en cita; luego entonces, los indiciados, procesados y sentenciados tienen la atribución legal debida de exigir y ejercer con eficiencia y eficacia esa garantía desde el momento mismo de su puesta a disposición ante el órgano jurisdiccional federal, o bien, durante el transcurso de los diversos periodos que comprende el proceso penal federal”.


� Resuelto en sesión de 6 de febrero de 2013, bajo la ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.


� Resuelto en sesión de 6 de noviembre de 2013. Sirve de apoyo la tesis de rubro:





“FLAGRANCIA. LA DETENCIÓN DE UNA PERSONA SIN EL CUMPLIMIENTO IRRESTRICTO DEL MARCO CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL QUE REGULA AQUELLA FIGURA, DEBE CONSIDERARSE ARBITRARIA”. Tesis aislada 1a. CC/2014, publicada en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo I, Mayo de 2014, página 545.


� Fallado sesión de veintiséis de junio de dos mil trece, por mayoría de cuatro votos, en contra del que emitió el Señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, bajo la Ponencia del Señor Ministro José Ramón Cossío Díaz. 


� Ello, conforme a la jurisprudencia de rubro y texto: 





DEFENSA ADECUADA. ALCANCE DE DICHA GARANTÍA EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA (INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN II, EN RELACIÓN CON LAS DIVERSAS IX Y X DEL ARTÍCULO 20, APARTADO A, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL). Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado, en relación a los alcances de la garantía de defensa adecuada en la averiguación previa a que se refieren las fracciones IX y X del artículo 20 apartado A de la Constitución Federal, que aquélla se actualiza desde el momento en que el detenido es puesto a disposición del Ministerio Público. Lo anterior implica que ninguna de las garantías del detenido durante el proceso penal puede ser concebida como un mero requisito formal, y para que pueda hacerse efectiva y permitir su instrumentación requiere de la participación efectiva en el procedimiento por parte del imputado desde que es puesto a disposición del representante social. Por tanto, en lo que se refiere a la fracción II del dispositivo citado, que establece que la confesión rendida ante el Ministerio Público o Juez sin la asistencia de su defensor carecerá de todo valor probatorio, esta Primera Sala considera que la "asistencia" no sólo debe estar relacionada con la presencia física del defensor ante o en la actuación de la autoridad ministerial, sino que la misma debe interpretarse en el sentido de que la persona que es puesta a disposición de la autoridad ministerial cuente con la ayuda efectiva del asesor legal. En este sentido, el detenido en flagrancia, en caso de que así lo decida, podrá entrevistarse con quien vaya a fungir como su defensor inmediatamente que lo solicite y antes de rendir su declaración ministerial. En consecuencia, la primera declaración rendida ante el Ministerio Público, estará viciada y será ilegal cuando no se haya permitido la entrevista previa y en privado con el defensor.





Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, Primera Sala, Tomo XXII, mayo de 2006, materias constitucional y penal, p. 132.


� Tesis aislada de rubro y texto:





DERECHO FUNDAMENTAL DEL DETENIDO A SER PUESTO A DISPOSICIÓN INMEDIATA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. ELEMENTOS QUE DEBEN SER TOMADOS EN CUENTA POR EL JUZGADOR A FIN DE DETERMINAR UNA DILACIÓN INDEBIDA EN LA PUESTA A DISPOSICIÓN. El derecho fundamental del detenido a ser puesto a disposición inmediata ante el Ministerio Público, se encuentra consagrado en el artículo 16, quinto párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al momento en que señala que cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Asimismo, dicha disposición señala que debe existir un registro inmediato de la detención. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es necesario señalar, en primer término, que el análisis en esta materia debe partir de la imposibilidad de establecer reglas temporales específicas. Por el contrario, resulta necesario determinar, caso por caso, si se ha producido o no una vulneración del derecho reconocido a la persona detenida. Así las cosas, se está ante una dilación indebida en la puesta a disposición inmediata del detenido ante el Ministerio Público cuando, no existiendo motivos razonables que imposibiliten la puesta a disposición inmediata, la persona continúe a disposición de sus aprehensores y no sea entregada a la autoridad que sea competente para definir su situación jurídica. Tales motivos razonables únicamente pueden tener como origen impedimentos fácticos reales, comprobables y lícitos. Además, estos motivos deben ser compatibles con las facultades estrictamente concedidas a las autoridades. Lo anterior implica que los agentes de policía no pueden retener a una persona por más tiempo del estrictamente necesario para trasladarla ante el Ministerio Público, a fin de ponerlo a disposición, donde deben desarrollarse las diligencias de investigación pertinentes e inmediatas, que permitan definir su situación jurídica -de la cual depende su restricción temporal de la libertad personal-. La policía no puede simplemente retener a un individuo con la finalidad de obtener su confesión o información relacionada con la investigación que realiza, para inculparlo a él o a otras personas. Este mandato es la mayor garantía de los individuos en contra de aquellas acciones de la policía que se encuentran fuera de los cauces legales y que están destinadas a presionar o a influir en el detenido, en un contexto que le resulta totalmente adverso. En esta lógica, el órgano judicial de control deberá realizar un examen estricto de las circunstancias que acompañan al caso, desechando cualquier justificación que pueda estar basada en una supuesta búsqueda de la verdad o en la debida integración del material probatorio y, más aún, aquellas que resultan inadmisibles a los valores subyacentes en un sistema democrático, como serían la presión física o psicológica al detenido a fin de que acepte su responsabilidad o la manipulación de las circunstancias y hechos objeto de la investigación, entre otras.





Amparo directo en revisión 517/2011. 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y González y Beatriz J. Jaimes Ramos.





� Mayoría de tres votos de los Señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente); en contra de los emitidos por los Ministros Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.


� Tesis Aislada 1a. CCV/2014 (10a.), Décima Época, Registro: 2006482, Primera Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, Mayo de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Página: 561. 





Amparo en revisión 703/2012. 6 de noviembre de 2013. Cinco votos por la concesión del amparo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Mayoría de tres votos por el amparo liso y llano de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Encargado del engrose: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.





� Tesis Aislada 1a. LIII/2015 (10a.), Décima Época, Registro: 2008503, Primera Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, Materia(s): Común, Página: 1424.





Amparo directo en revisión 90/2014. 2 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles.





� Jurisprudencia 1a./J. 10/2016 (10a.), Décima Época, Registro: 2011521, Primera Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo II, Materia(s): Común, Penal, Página: 894. 





Contradicción de tesis 315/2014. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, y el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur. 30 de septiembre de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.


� Jurisprudencia 1a./J. 11/2016 (10a.), Décima Época, Registro: 2011522, Instancia: Primera Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo II, Materia(s): Común, Penal , Página: 896. 





Contradicción de tesis 315/2014. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, y el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur. 30 de septiembre de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.





� Tesis Aislada 1a. CCCXXVI/2015 (10a.), Décima Época, Registro: 2010354, Instancia: Primera Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Penal, Página: 993. 





Amparo en revisión 338/2012. 28 de enero de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna.





� Tesis Aislada: 1a. LV/2015 (10a.), Época: Décima Época, Registro: 2008504, Instancia: Primera Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, Materia(s): Constitucional, Penal, Página: 1425. 





Amparo directo en revisión 90/2014. 2 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles.





� Tesis Aislada 1a. I/2016 (10a.), Época: Décima Época, Registro: 2010734, Instancia: Primera Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 26, Enero de 2016, Tomo II, Materia(s): Constitucional, Página: 967 





Amparo directo en revisión 5236/2014. 22 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta.





� Texto: “Conforme al marco constitucional y convencional, la prohibición de la tortura se reconoce y protege como derecho absoluto que pertenece al dominio del jus cogens internacional, mientras que sus consecuencias y efectos impactan en dos vertientes: tanto de violación de derechos humanos como de delito. En ese orden, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que: 1. Las personas que denuncien actos de tortura tienen el derecho a que las autoridades intervengan de forma expedita para que su acusación sea investigada y, en su caso, examinada a través de un juicio penal; en ese sentido, las autoridades tienen la obligación de investigar la tortura para, en su caso, esclarecerla como delito, así como de realizar y proseguir de modo diligente las investigaciones necesarias para deslindar responsabilidades por su comisión. 2. La obligación de proteger ese derecho recae en todas las autoridades del país y no sólo en aquellas que deban investigar o juzgar el caso. 3. Atento al principio interpretativo pro persona, para efectos del mencionado derecho, debe considerarse como denuncia de un acto de tortura a todo tipo de noticia o aviso que sobre ese hecho se formule ante cualquier autoridad con motivo de sus funciones. 4. Cuando una persona ha sido sometida a coacción para quebrantar la expresión espontánea de su voluntad, deben excluirse las pruebas obtenidas mediante la misma”.


Con datos de localización: [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 6, mayo de 2014; Tomo I; Página 562.1a. CCVI/2014 (10a).





� Texto: “Cuando la autoridad tenga conocimiento de la manifestación de que una persona ha sufrido tortura o cuando tenga datos de la misma, deberá, inmediatamente y de oficio, dar vista al ministerio público para que inicie una investigación de manera independiente, imparcial y meticulosa. Dicha investigación tiene como finalidad determinar el origen y naturaleza de la afectación a la integridad personal de quien alega la tortura, e identificar y procesar a las personas responsables. Cuando, dentro de un proceso, una persona alegue que su declaración fue obtenida mediante coacción, las autoridades deben verificar la veracidad de dicha denuncia a través de una investigación diligente. Asimismo, el hecho que no se hayan realizado oportunamente los exámenes pertinentes para determinar la existencia de tortura no exime a las autoridades de la obligación de realizarlos e iniciar la investigación respectiva; tales exámenes deben hacerse independientemente del tiempo transcurrido desde la comisión de la tortura. Por tanto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera relevante destacar que, con independencia de la obligación de los órganos de legalidad o control constitucional, en torno al reconocimiento y protección del derecho humano de integridad personal y la prohibición de la tortura como derecho absoluto, subsistirá en todo momento la obligación de instruir su investigación conforme a los estándares nacionales e internacionales para deslindar responsabilidades y, en su caso, esclarecerla como delito, con fundamento en los artículos 21 de la Constitución Federal, 1, 3, 6 y 8, de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como 1o., 3o. y 11o. de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura”.


Con datos de localización: [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 6, mayo de 2014; Tomo I; Página 561.1a. CCVII/2014 (10a).





� Texto: “Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, relativos al recurso de revisión en amparo directo, es competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia el estudio de cuestiones propiamente constitucionales. Por tanto, si se plantean tanto agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de preceptos de la Constitución, como argumentos de mera legalidad, éstos deben desestimarse por inoperantes”.


� Texto: “Cuando en un proceso penal coexisten tanto pruebas de cargo como de descargo, la hipótesis de culpabilidad formulada por el Ministerio Público sólo puede estar probada suficientemente si al momento de valorar el material probatorio se analizan conjuntamente los niveles de corroboración tanto de la hipótesis de culpabilidad como de la hipótesis de inocencia alegada por la defensa. Así, no puede restarse valor probatorio a las pruebas de descargo simplemente con el argumento de que ya existen pruebas de cargo suficientes para condenar. En este sentido, la suficiencia de las pruebas de cargo sólo se puede establecer en confrontación con las pruebas de descargo. De esta manera, las pruebas de descargo pueden dar lugar a una duda razonable tanto cuando cuestionen la fiabilidad de las pruebas de cargo, como en el supuesto en que la hipótesis de inocencia efectivamente alegada por la defensa esté corroborada por esos elementos exculpatorios. Así, la actualización de una duda razonable por cualquiera de estas dos razones impide considerar que las pruebas de cargo son suficientes para condenar”.





Amparo directo 21/2012. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.





Amparo directo en revisión 4380/2013. 19 de marzo de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.





Con datos de localización: [TA]; 10a. Época; 1a. Sala, Gaceta S.J.F.; Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I; Página: 613. 1a. CCCXLVIII/2014 (10a.).
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